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Hechos

Fundamentos de Derecho

la reforma de la Ley, efectuada el 5 de diciembre de 1988. ha otorgado
a tal institución.

En el recurso gubernativo interpuesto por el Notario de Barcelona,
don Eduardo Nenot Tirado. contra la negativa del Registmdor de la
Propiedad, numero 14, de dicha ciudad a inscribir una escritura de
elcvación a público de un documento privado de compraventa. en virtud
de apelación del re~UlTcnte.

RESOLUCfON de 13 de mavo de 1992. de la Dirección
General de los Registros y del Notariado. en pi rprllr.,,@
gubernativo interpuesto por el Notario de Barcelona, don
Eduardo Nebot Tirado. contra la negativa del Registrador
de la Propiedad. número 14. de dicha ciudad a inscribir
una escritura de elevación a público de IIn documento pri­
vado de compraventa, en virtud de apelación del recu­
rrente.

14997

Vistos los articulos l.". 3.". 23 Y 40 de la Ley Hipotecaria; 56 y
238 del Reglamento. Hipotecario.

Primcro.-En el presente recurso se dcbate sobre la procedencia de
la no~a marginal preyista en el articulo. 2~ de la Ley Hipotecaria para
acreditar que ha tentdo lugar el cumpltmlento del fín. úe que S~ hizo
depender la adquisición. en términos que impidan' el funCIOnamiento
de la condición resolutoria a que sometió la adquisición de una parcela
ena¡"enada por el Ayuntamiento de Barbate: conforme a las clausulas
de a enajenación. esa parcela había de dcstinarsea la consllllcción de
viviendas subvencionadas, estipulándose que· <da construcción deberá

, r~alizarse en el plazo de cinco aftos y permanecer durante otro de trein­
ta, y que el incumplimiento de este fin dctenninará la reversión de
pleno derecho al patrimonio municipal de la parcela subastada~).

Segundo.~Si se tiene en cuenta que la constatación registral del cum­
plimiento o incumplimiento de las condiciones. sean suspensivas o re­
solutorias, precisa bien la constancia- fehaciente de la realidad del hecho
en que aquéllos consisten (vid. artículos 3.<>, 23 de la Ley Hipotecaria,
56 y 238 del Reglamento Hipotecario), bien. el consentimiento de los
titulares registrales afectados o (a oportuna resolución judicial dictada·
en juicio óeclarativo entablado directamente contra aquéllos (vid. ar­
ticulos 1.0 y 40 de la Ley HiIX*caria), no podril accederse a la exten­
sión de la nota solicitada en virtud del solo contenido de un infonne
del Servicio de Régimen Jurídico de la Dirección General de Admi­
nistración Local y Justicia de la Comunidad Autónoma de Andalucía,
solicitado por la entidad lacal que en su día realizó la enajenación
cuestionada, y al que, sin justificación razonable segun los documentos
presentados. pretende el recurrente dar el alcance de un laudo arbitral;
tnfonne que, sobre dejar a salvo en todo caso la decisión que adopte
esta entidad, ni siquiera se pronuncia de manera indubitada sobre el
cumplimiento de la' cláusula garantizada con la condición resolutoria
(únicamente se afirma que «en base a los razonamientos que expone
el recurrente estimamos que podria considerarse suficiente IJ<!ra estimar
el recurso de reposición mte~uestm~).

Téngase en cuenta, además, que los términos de la condición no se
reducen a la edificación dentro del plazo de cinco años. sino que per­
siguen igualmente el mantenimiento de aquélla durante un penodo de
tiempo {JO años), plazo que aún no ha transcurrido en el momento d.:
SOliCItarse la nota cuestionada.

Por todo ello esta Dirección General ha acordado desestimar cl re­
curso interpuesto confirmando cl auto apelado y la nota del' Registrador.

Madrid, 8 de mayo de 1992.-EI Director general, Antonio Pau
Pedrón.

Excmo. Sr. Presidente del Tribunal Superior de Andalucía.

VI

El Presidente del Tribunal Superior de Justicia confirmó la nota del
Registrador fundándose en que no se dan los requisitos establecidos en
los articulos 30 y siguientes de la Ley de Arbitraje, ni los establecidos
en el artículo 82 de la Ley Hipotecaria,

v

quisitos que considera preceptivos el Registrador en su nota. Que hay
que añad!f la efectividad in!11cdiata de los acuerdos plenarios de las
CorporacIones Locales. (Articulo 51 de la Ley 1/1985.) Que tiene ca­
rácter de cosa juzgada el laudo arbitral otorgado por el dictamen de
los Servicios Jurídicos de la Dirección Generarde Administración Local
a qJ.!.c se sometieron voluntariamente las partes. En el caso de! Ayun­
tamiento por el acuerdo de Pleno de la sesión extraordinaria y en el
del recurrente en virtud de sus facultades como Consejero Delegado
(art~culo 37 de la Ley de Arbitraje). En este punto se dan por repro-.
dUCldos los fundamentos contenidos en los artículos de solicitud de
~ech~ 25 de marlO ~e 1991. Que se rubrica ~I derecho de tracto i$ua­
lItano. pue:s se considera q~e la documentación aportada es sufiCIente
para acreditar la procedencia de la nota que se solicita y así lo ha sido
en <t;ntenpres notas si~ilares.en el mismo Registro, para el mismo ayun­
tamIento y c~n los mismos titulares de los Citados organismos (artIculo
14 Constltuc~ón Esp~ñola). Que en cuanto al articula 82, párrafo 3.°
de la Ley Hlpotecana, hay que resaltar la especial signitlcación dcl
requisito del consentimiento, al tratarse de una Corporación de derecho
publico, pues aunque el [onda de la cuestión litigiosa es eminentemente
materia de derecno privado, no puede olvidarse que la Corporación
Local está también sometida a la normativa de derecho público. o sea,
que debe someterse a la legislación vigente en materia de Procedimiento
Administrativo y Administración Local. Así pues, una vez adoptado el
acuerdo de Pleno,. del día 5 de octubre de 1991, admitiendo el some­
timiento al dictlJ,men de la Dirección General. la corporación está obli­
gada a consentir en los efectos del laudo cuando se producen por im­
perativo legal, puesto que ro contrario significarla una revisión de sus
propios actos. Que es evidente que se trata de un supuesto de nulidad,
por lo que el consentimiento de la corporación es un imperativo legal
aimanante del carácter administrativo del acto ~ue autoriza la adopcIón
de unacue~~ct:>legiado some!~do al derec~o publico. .9ue e~ ~ualquier
caso y Subsldlanamente, tamblen procedena la anotaclon soliCItada por'
tratarse d~ un dictamen de tercero, solicitado de mutuo acuerdo entre
las partes; Y.~ fo~ voluntaria.. pet? .con el carácter.circulante Rara

, la CorporaclOn en Virtud de la eJecutlvldad de su propiO compromiso.
Se entiende que reúne todos los requisitO$ de un laudo arbitral (artículo
37 de la Ley de Arbitraje).

El Registrador de la Propiedad, en defensa de la nota, ¡nfonnó: que
se entiende que el recurrente se refiere, a través de sus alegaciones, al
acreditar el cumplimiento de una condición inscrita en el Registro me­
diante la correspondiente nota marginal a que alude el artículo 23 de
la Ley Hipotecaria. Que en cuanto a la condición inscrita, si bien se
construyeron noventa y seis viviendas en el plazo de cinco años. tam­
bién es cierto que otras ciento cincuenta y dos· cuya obra nueva se
inscribió en el Registro, no llegaron a concluirse, no pasando de los
cimientos. por lo que {'9dría pensarse en un cumplimiento parcial de
la condición impuesta. Que hasta que no pasen tremta años no se sabe
si se han mantenido las viviendas construidas. Que el Pleno del Avun­
tamiento de Barbate de 5 de octubre de 1991 no se somete de manera
clara al dictamen de la Dirección General de Administración Local y
Justicia, y que del infonne emitido por dicha Dirección General tam­
poco se denva un pronunciamiento rotundo del tema que se estudia.
por lo que dificilmente puede considerarse vinculante. (Jue, en defini­
tiva, se entiende que ~uesto que no es totalmente claro el cumplímiento
de la condición, y a falta de acuerdo expreso de ambas partes contra­
tantes, COIT~sponderá a la autoridad judiCIal, a través dclprocedimiento
correspondIente, detenninar el cumplimiento o incumplímiento de dicha

, c~ndición. inscrita, eonfonne a lo dispuesto en el artleulo 82 de la Ley
Hlpotecana~

VIl
J

El recurrente apeló al auto presidencial. manteniéndose en sus ale­
gaciones. y añadio: Que el señor Registrador rechaza el fondo de .. un
mfomle de los ServiCIOS de Régimen Jurídico de la Dirección General
dc Administración. Local y Justicia. Que está acreditado que el cum­
plimiento era imposible, 'j la condición impcsible se debe tener por no
puesta. Que la corporacion solicitó expresamente el funcionamiento de­
dicha Dirección General. como se desprende del anexo 2 del citado
informe. Que los acuerdos del Pleno Corporativo son vinculantes para
la Corporación, que acordó aprobar dicho informe. Que el acuerdo del
Pleno, conjuntamente con la solicitud remitida al Organo arbitral y el
escrito de éste asumiendo y acompañando el dictamen jurídico. tiene
la estructura suticiente de un ~itraje con la amplitud de criterio que

El dia 27 de febrero de 1990. mediante escritura autorizada por don
Eduardo Nebot Tirado. Notario de Barcelona. don José Alejandro Crier
Euwens, como apoderado de la mercantil «Inmobiliaria Balen, Sociedad
Anónima», otorgó a favor de don Francisco Javier Víllacampa Bailarín.
elevación a publico de documento privado de compraventa, en uso de
p'oder conferido por la referida sociedad. por medio de su liQuidador
aon José Danicls Lev.y. a quien se confinó poder, en fccha 1 de no­
viembre de 1987. en acuerdo adoptado en Junta General Extraordinaria
de accionistas de la sociedad Citada, por el que ésta fue disuelta y
liquidada.

El día 2 de diciembre de 1987, ante el Notario anterionnente citado
se elevó a público el acuerdo adoptado por unanimidad en la Junta
General de la Sociedad ,dnmobiliaria Balen. Sociedad Anónima>~, de
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disolución y liquidación de la misma. el nombramiento de liquidador
en la ~rsona antes indicada y el otorgamiento de un poder a favor de
dicho liquidadoT1 con facultades de sustitución a terceras personas, a
fin de que pudiera transmitir en escritura pública los elementos regis­
trales que no figuraban en el activo de la sociedad. En el otorgamiento
de la escritura se hizo constar también que el poder especial conferido
y las correspondientes sustituciones. subsistirían no obstante la cance­
lación en su día de los asientos registraJes de la sociedad y haber fi­
nalizado las operaciones de liquidación. detenninándose en el acuerdo
las fincas rCgJstrales a transnntir "Y el nombre de sus propietarios.

n
Presentada la anterior escritura en el Registro de. la Propiedad, nú­

mero 14, de los de Barcelona, fue calificada con la siguiente nota:
<~Denegada la inscripción de este documento -cuya nota de liquidación
c?nsta .extendida~~l rie del docU1l!ento pmtocoli,~d?- 'porque hab~endo
Sido disuelta y liqUidada la SOCIedad "lnmobIltana Balen. SOCIedad
Anónima", por escrituras de fecha 2-de diciembre de 1987. inscritas
en el Registro Mercantil. otorgadas ante el mi.smo Notario autorizante
del presente, según en el mismo consta, la personalidad jurídica de la
sociedad se ha extinguido y son inexistentes los autos jurídicos que se
dice QÍorgados en su representación y si se estima que aun otorgada la
escritura de liquidación, la sociedad subsiste por tener operaciones pen­
dientes, debe rectificarse previamente la a~ariencia de extinción que
p'rodvee la cancelación de sus asientos en el Registro Mercantil; y sien­
00 insubsanable este defecto sin un nuevo otorgamientQpor qUIen re~
sulta ser liquidador de' la Sociedad u ostentar su representación, no
procede tomar anotación preventiva.-Barcelona, 5 de Julio de 1990.-El
Registtador.-Firma ilegible.~~

III

El Notario autorizante del documento. interpuso recurso gubernativo
contra la anterior calificación 'i alegó: qúe, en primer lugar, hay que
detenninar si la sociedad anómma cancelada sul:isiste o si, por el con­
trario, se ha extinguido por la liquidación y subsi~iente cancelación
registral. En este punto la calificación registral resulta confusa y con­
tradictoria. Que se afinna la extinción de la personalidad jurídica de la
sociedad disuelta y liquidada; o lo ~ue es lo mismo. su subsistencia
sólo durante el período de. Iiquidacion y su extinción al ténnino de
dicho período por finalización de todas las Qperaciones liquidatorias y
postenor cancelación registral en base al artículo 154 de la anterior
Le): de Sociedad Anónimas de 1951, recogido en el actual artículo 164
de la Ley de 1990. Que del antlguo artículo 168 y 268 actual y del
212 vigente de la Ley de Sociedades Anónimas, se deduce que liqui­
dada la sociedad, no .parece ofrecer dudas la desaparición de su perso­
nalidad jurídica, en función de lo dispuesto en los textos legales. Que
el señor Registrador en su nota parece considerar de una manera indi­
recta que las sociedades anónimas, existiendo obligaciones, solamente
pueden liquidarse y extinguirse cuando dichas obligaciones se hayan
cumplido en su totalidad. debiendo forzosamente los socios continuar
en la indecisión hasta ese momento. Que se rechaza tal interpretación,
pue's siempre ~ue se consigue el importe de los créditos vencidos o se
aseguren 13s Obligaciones pendientes de cumplimiento; no es de derecho
forzar al mantenimiento de una relación que ya no convenga, pues
podría resultar antieconómico y antijurídico para la sociedad. QUe lo
esencial; rara terceros que acrediten derechos frente a la sociedad di­
suelta, es la satisfacción de tales derechos durante el período liquida­
torio o su aseguramiento o garantía ~ra despucs de la extincíon de
aquélla (articufos 272, 277 de la Ley de Sociedadcs Anónimas). Que
en cuanto a la obligación de la mercantil «Inmobiliaria Balen. SocicJad
Anónima~), consistente en otargar escritura pública de los contratos pri­
vados de compraventa, formahzados durante la- vida social, resulta evi­
dente que el articulo 1.279 del Código Civil. no impone la obligación
directa de otorgar la escritura sino cuando es compelido a ello pno de
los contratantes. Que en el supuesto que se estudia no puede hablarse
de obligaciones vencidas, sino más bIen de no vencidas, de lo que se
deriva que la-obligación del órgano liquidatorio de elevar a públicos
los documentos privados de compraventa. no es susceptible de consig­
nación sino solamente de aseguramiento previo para su cumplimiento.
aseguramiento que se está efectuando con el otorgamiento del poder al
IiquIdfldor. Que en segundo lugar, hay que examinar el carácter del
Roder con facultades de sustitUCIón confendo al liquidador por la Junta
General de la Sociedad en liquidación y de los actos juridicos realizados
en representacIón de la misma. Que se considera que el poder constItuye
el establecimiento de una forma de garantía a favor de [os terceros,
quienes en cualquier momento postenor a la extinción de la sociedad,
podrán solicitar del apoderado nombrado por el liquidador, el cumpli­
miento dc la obligación de otorgarle escritura públIca de compraventa.
Quc dicho poder debe ser calificado como irrevocable, porque otC':gado
por los socios en Junta General Universal v en acuerdo acoptado por
unanimidad, su revocación supondría la del propio voto emitido, con
l~ h?gic~.consecuencia de nuhdad del ~cuer4o s<?cial,de disolución y
llqUldaclOn. Que para atender a la calificaCIón JurídIca de los actos

jurídicos realizados en representación de [a sociedad es necesario acudir
a las nomIas del derecho mercantil con preferencia a las del derecho
civil; primero por ser comerciante la sociedad que otorga el ~der y,
en segundo lugar, por constituir el objeto de dicho poder la finalizacion
de un acto mercantil propio del Giro y tráfico de la misma socie4ad,
cuya actividad es la venta de, inmuebles a terceros. según su objeto
social. Que el apoderado que el liquidador nombra en virtud del ,acuerdo
de la Junta Gen~ral va a poner tennino, mediante e1.otorgat:ruento de
la escritura públIca a favor del comprndor, a la propia aC~Iv~d?-~ mer­
cantil del comerciante social, acabando el acto de comerCIO mlclaJ. El
encargo tecibido del comerciante es terminar el prop'io a~to de comer~
cio, participando. por tanto, de su propia naturaleza. Que, por otra parte,
la preferente ~plicaci~n del Código d~ ~omercio sobre. el Código Civil
es clara. segun el articulo 50 del CódIgO de ComercIO. Qu~ los pre­
ceptos aplicables en materia de representación son los recogidos e~ el
Codigo de Comercio que admiten la subsistencia de la representación
después de la muerte del que la confirió (artículos 280 y 290 de dicho
Código), postura que es coherente con la propia naturaleza del tráfico
mercantil, no viéndose razón alguna para estaolecer diferencias de trato
entre el comerciante individual y el social. Que la doctrina considera
que en materia de extinción no se puede acudir a las nonnas del man­
dato civil, porque no existe laguna alguna que haya de suplir con las
nonnas de Derecho Común. Que extinguida la personalidad jurídica de
la Sociedad «Inmobiliaria Balen, SOCIedad Anónirna)~, no son inexis~
tentes los actos jurídicos otorgados por su apoderado, sino, por el con­
trario, válidos y eficaces por la aplIcación de .las' normas del Derecho
Mercantil. Que la' solución defendida por el Registrador darla lugar a
la aparición de sanciones civiles no previstas en la legislación. Que
para el adquirente de la vivienda transmitida en la imposibilidad de
10scribir en el Registro de la Propiedad, la adquirida CIvilmente. ne­
gándole el acceso al crédito hipotecario e incluso. instándole en la prác­
Uca del ejercicio de. sus facultades de disposición.

IV

El Registrador de la Propiedad, en defen..<;a de su nota, informó: Que
la nota de calificación se considera que es clara en su sentido, pues ha
sido redactada deliberadamente en forma alternativa para cubrir las dos
soluciones que pueden sostenerse sobre la situación existencial objetiva
de la sociedad al respecto. A. Supuesto de estimar extinguida la socie­
dad. 1. Ca~cidad de obrar de una sociedad extinguida. Cuando se ha
extinguido la sociedad ha desaparecido su personalidad jurídica. Esta
tesis es la mantenida por el r~currente (artículos 154 y 16 de la antia;ua
Ley de Sociedades Anónimas. recogidos en los actuales 264 y 27'6 Y
en el artículo 212 del vigente Reglamento del Registro Mercantil). Por
tanto, si la sociedad se ha extinguido hayi:¡ue considerar forLOsamente
como inexistentes los actos que se dicen por ella otorgados o por al­
guien en su representación. 2. La representación voluntaria de la so­
ciedad extingUida. La institución de la representación exige la concu~
rrencia de dos elementos personales. el representante y el representado,
ambos existentes cuando la representación se ejercita, por lo tanto. se
ha de estimar imposible la representación de una sociedad extinguida.
y no puede aduclrse en defensa de la posibilidad de representacIón de
una sociedad extinguida que el Código Civil y el de Comercio admIten,
en detenninados supuestos, la subsistencia del poder tras el fallecimien­
to del ~derdantc. porque la extinción por liquidación de una sociedad
no puede asimilarse al fallecimiento de una~ersona física. 3. La Sub~
sistencia de poderes en el ámbito mercanti1. ue en este ámbito la regla
general es la misma que la del articulo 1.7 2 del Código Civil y la
exc~cíón los supuestos recogidos en los artículos 280 y 290 del Código
de Comercio, y los supuestos contemplados en dichos preceptos son
aplicables sólo a comitente o principal persona física fallecidas y no a
comitente o principal persona jurídica extinguida. 4. El aseguramiento
de las obligaciones pendientes. Las sociedades sólo pueden liquidarse
y extinguirse cuando han cumplido todas sus obligaciones pendientes
y hasta tanto deben mantenerse en situación de (sociedad en 1iquida­
cióm), como se establece en la Resolución de 28 de julio de 1986,
considerándose que el aseguramiento de créditos no vencidos (artículo
277 párrafo 2." oc la Ley de Sociedades Anónimas) no es sino otra
forma del cumplimiento. En el supuesto de este recurso la medida de
aseguramiento adoptada no es eficaz, pues el poder que se otorga para
obrar en..nombre de sociedad, elevando a público determinados docu~
mentosprivados. después que ésta se ha liquidado, gueda extinguido
y sin valor ni efecto en el mismo instante en que se extmgue la SOCiedad
poderdante; y aunque el poder subsiste tampoco sería una medida de
aseguramiento eficaz. Que si no se encuentm solución viable al asegu­
ramiento sólo cabe mantener la sociedad «en liquidacióo» hasta haber
cumplido todas sus obligaciones y. entre ellas. la de elevar a público
cualquier documento privado de venta de inmuebles que tenga otorga­
do, y que respecto a esta (;Jasc de obligacíunes le cabe compeler. en
cualqUier momento, a los compradores al otorgamiento, con arreglo al
articulo 1.279 del Código Civil, durante el período de liqui.daclón e
incluso antes de la disolución. B. Supuesto de estimar Subsl,stente 1a
sociedad. 1. Teoría de la realidad de la extinción. Cuando la sociedad
tiene aún operaciones pendientes o no se han agotado las relaciones
jurídicas de que la sociedad es titular y es objeto de liquidación y
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consiguiente cancelación de sus inscripciones en el Registro Mercantil,
como sucede en el caso ~ue se contempla. la extinción de la sociedad,
pero no en la realidad jundica materiaf,quedando subsistente en dicha
realidad. Esta solución se va abriendo camino en la moderna doctrina
mercantil. y esta postura parece adoptar la Dirección General de Jos
Registros y del Notariado .en la Resolución de 28 de julio de 1986 y,
sobre todo, en la de 22 de Junio de 1988; 2. Inscripción de documentos
otor~dospor sociedades formalmente extinguidas pero subsistentes en
la realidad: Que teniendo en cuenta lo expuesto anteriormente, se coo­
si~era que l?oF aplicación del artículo 383 del Reglamento Hipotecario
e mcluso baslcamente del articulo 7.° de la Ley de Sociedades Anóni­
mas, no puede inscribirse en el Registro de la Propiedad ningún título
otorgado por las sociedndes en situación irregular sin que previamente
se aclare o rectifique en el Registro Mercantil la discordancia entre los
pronunciamientos del Registro, que la declaran extinguida, y la realidad
jurídica material, en la que la sociedad existe. Tal aclaración o rectifi­
cación puede obtenerse mediante nuevo acuerdo de la Junta General
(puede reunirse pues la sociedad sólo se ha extinguido fonnalmente) y
0!Urgamiento d;e la ·corresp~ndiente c::scritura púb<lic~ que sería ins~n­
bIble en el RegIstro Mercantil, o mediante sentencia Judicial declarativa
de la realidad de la liquidación y extinción, ~ue también sería inscri­
bible en dicho Registro. Mientras no se rectifique y -aclare la situación
irregular de la sociedad ni siquiera puede sa5erse cuál es el órgano
SOCIal legitimado para ejercer su admlOistración y representación Y. por
tanto, cualquier documento otorgado en nombre y representación de la
sociedad y presentado a inscripción en el RegIstro de la Propiedad'
adolece de defecto insubsanable. En el caso ~ue se estudia, mIentras
la situación de extinción fonnal de la sociedad «Inmobiliaria Balen,
Sociedad Anónima». y cancelación de sus asientos no se regularice el
po~er no es efic.az, y cuandc.> se hayan otorga.do los actos de rep~esen­
tacIón y aclaracIón· voluntanos -o por sentenCIa, y se hayan ínscnto en
el RegIstro Mercantil, dependerá de su sentido y contenido el que el
J>9der aludido pueda estimarse subsistente Y. por tanto, se puede estimar
el poder como medida de aseguramiento eficaz a los efectos del articulo
277.2.1." de la vigente Ley de Sociedades Anónimas, aunque se sos~
tenga que la sociedad subsiste en .la realidad jurídica matenaf.

V

El Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña confinnó
la nota del Registrador funrlftndose en lo alegado por éste en su informe.

VI

El No~rio recurrent~ ,apeló el auto p~sidencial, manteniéndose en
sus alegaCIones y anadIO: a) Que el legIslador ha previsto que para
~t,er.tntn~dos.actos muy concreto~ es factible, n:presectar a una persona
JundIca mexlstente- (Ley de SocIedades Anommas y Reglamento del
Registro ~ercantil); b) Que la previsión legislativa de coñsignación o
aseguramIento para después de la extinción de la sociedad es genérica
y, por lo ta.nto, extens~ble,a toda,c1ase de obligaciones, y también en
consecuenlila a las obhgaclOnes de hacer. Que en el caso que se con~
lt:mpla se frata de decidir como asegurar el cumplimiento de una obli­
gaCIón de hacer, consistente en la elevación a público de un documento
rrivado de comrraventa cuando se ejercite por el tercero la facultad
de exigir dicha elevación (artículo 1.279 del Código Civil) siendo fac­
tible el nom~ramient.o d~ .un aP:Qderado Rara el aseguramí~nto frente a
terce~os de dtcha ?b!lgaclOn ~e h~cer; c) Que esta garantía fue estimada
sufiCiente por t?1 umco funcIonano encargado de calificada: el Regis­
t!11d?r ~~rcant¡J, co~o paso previo n~sario para la extinción de la
hgUldacIon 4e ~a.socledad en ~.l Reglstrl?Mercantil y, por tanto, en
vlrt~d del Pr.tncIPIO ~e p~sunclOn de legItImación de los asientos del
Ré'gl~tro•. se Impondran .mlentras no se acuda a los Tribunales, los pro­
nU~CtamIent~s del RegIs~ro;-:d) Que en el.supuesto que se contempla
el poder esta otorgado mas bIen en benefiCIO de los terceros contratan­
tes, al igua~ qu~ el antiguo «mandatum alienagratia}}; e) Que se consi­
dera la apl!caclón por analogía de los artículos 280 y 290 del Código

.de ComercIo.. f) Que no .se pu.ede,conceder con la tesis de que aunque
el poder subSistiera, su ejercIcIo solo dependerá de la voluntad del apo­
derad~, y además, en e supuesto de este recurso, el apoderado está
cumplIendo su encargo. otorgando la escritura pública necesaria y está
lI~vando a buen ténmno, en beneficio de su titular, la garantía estable­
cld<!:. g) Q,ue el legislad,?r nc.> ha establecido ~ing~n procedimiento de
rectlficaclon de la aparienCIa formal de extmclon reflejado por los
a.sientos del Regis.tro, salvo el. sup~esto excepcional regufado en el ar­
uCl!I'?.265 de la. vIgente Ley, maphcable al supuesto estudiado. que la
petlc.lOn d~ nuhdaa d~l acue!d? de cancelacIón. y la declaracion de
subSistencIa de ~ SO~ledad, uOlcamenle ~e podna plantear cuando el
acreedor no hubIera SIdo pagado o garantIzado su crédito pero nunca
cuando el pago o aseguramIento hubiera tenido lugar h) \.;~ue la sub­
siste~cia de la sociedad o~ligaría a. ésta siendo ino~rante a realizar
multItud de actos y .gas!os mne~e~an~s y ante las recientes disposicio­
nes legales se le obllgana por mlnIsteno.de la ley a adaptar sus estatutos

y, en su caso, a aumentar el capital 'O transformar en sociedad limitada
o bien a disolverse. i) Que no se cree factible que la teoría de la (¡cción
de la personalidad de las sociedades, deba llevar a consecuencms no
queridas en perjuicio de terceros contratantes que han manifestado su
voluntad de cumplimiento de las obligaciones, porque en definitiva de­
trás de la sociedad están los socios que reunidos en Junta, son quien
otorgan el poder; y si ~i se pudie~ est.imar se trataría de U!] poder
vigente cuya subSistencia por pervlvenCI3 de las personas ,atl.rn:ta el
apoderado (afirmación de la que no cabe duda en aras del pnnclplo de
la buena fe que rigen las relaci~nes jurídi~as. <:ntre los ~l;lJeto~,de de­
recho), j) Que, finalmente. se reitera el prlnclpto de legltlmacl.on con­
tenido en el artículo 7.0 del Reglamento del Registro Mercanul.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos L700 Y l.708 del Código Civil, 2, 50, 228, 280
Y290 del Código de Comercio; 154, 162 Y 168 de la Ley de Sociedades
Anónimas de 1951; 264, 278, 272 Y 277 de la Ley de Sociedades
Anónimas vigente y la Resolución' de 28 de julio de 1986.

Primero.-En el eresente recurso se pretende la inscripción de una
escritura de elevacion a público de cierto documento privado de com­

. praventa, lo ~ue el Registrador deniega ~r estimar que al estar extin­
guida la sociedad vendedora al tiempo de esa formalización, son in­
existentes los· actos jurídicos reallzados en su representación, y si se
estima que, aun otorgada la escritura de liquidación, la sociedad subsiste
por tener operaciones pendientes, debe rectificarse previamente la apa­
riencia de extinción que produce la cancelación de los asientos respec­
tivos en el Registro Mercantil.

Segundo.-La Junta General extraordinaria de la sociedad vendedora
que acordó la disolución, decidió asimismo aprobar por unanimidad el
nalance final de liquidación y «conferir poder especial a favor del li­
quidador para que pueda transmitir en escritura pública los elementos
registrales que no figuran en el activo de la SOCIedad, por haber sido
vendidos a sus respectivos propietarios, ~ro que aún no han sido es­
criturados a su favor y, por tanto, registralmente constan a nombre de
la sociedad. de acuerdo con el detal1e·que a continuación se consign¡m,
y en e~ que resulta expresamente incluido el piso cuya venta ahora se
fonnahza.

Tercero.-La frecuencia con que en el trafico jurídico se producen
situaciones como la ahora debatida, en que por dIsolución de las enti­
dades constructoras y vendedoras de inmuebles urbanos se dificulta
enonnemente la formalización pública de los contratos de venta de los
pisos y locales respectivos (a menudo consignados en simple documen­
to privado), aconseja la búsqueda de solUCIOnes que, garantizando de­
bidamente el equilibrio entre los intereses concurrentes l annonicen con
las exigencias de agilidad y certeza del tráfico inmobIliario. evitando
costosas y complicadas actuaciones que no por ello redundan en una
mayor proteccion de los intereses que pretenden defenderse.

Cuarto.-Según la legislación de sociedades anónimas. la sociedad
disuelta conservará su personalidad jurídica mientras la liquidación se
realiza. La cancelación registral de la sociedad se produce cuando se
ultimen las fases del proceso liquidatorio previstas legalmente. Pero,
en rigor, aun después de la cancelación persiste todavia la sOCIedad
como centro residual de imputación en tanto no se agoten totalmente
las relaciones jurídicas de que la sociedad es titular. Así resulta de la
misma Ley, pues en ella se prevé que procede la cancelación aunque
todavía estén pendientes de extinción determinadas obligaciones: obli­
gaciones venCIdas si su importe se consigna, como es posible. en fomla
que no equivalga al pago (cfr. arto 212- del Reglamento de! Registro
Mercantil); obligaciones no vencidas cuyo pago quede asegurado. Co­
mo no hay obligación sin deudor es claro que en estos casos persiste
una cierta personalidad. A ella habrán de referirse las obligaciones an­
tiguas no extinguidas. las obligaciones sobrevenidas (por ejemplo pagar
los honorarios del Registrador Mercantil por la caneelacion) y los blc·
nes o valores sociales preteridos en el balance. No hay, pues. obst:iculos
para que, consiguientemente. subsistan los encargos que, por acuerdo
unánime de la Junta General, recibió el liquidador si los mIsmos tienen
como finalidad dar cumplimiento a obligaciones residuales. como lo es
la de elevar ~scritura pública ventas ya consumadas antes de la can·
celación registral de la sociedad.

Quinto.-No hay nin~una contradicción entre el Registro Mercantil
-<¡ue con la cancelacion registral proclama quc están cumplidas las
exi,gencias generales del proceso liquidatorio- y la operación que des­
pues se realiza en nombre de la sociedad, siempre que esta opemción
pl,H~da encU<drarsc -como es el caso- entre las que tienen naturaleza
reSIduaL

Por todo ello, esta Direccióh General ha acordado desestimar el re­
curso interpuesto y revocar el auto apelado y la nota del Registrador.

Madrid, 13 de mayo de 1992.-8 Director general, Antonio Pau
Pedrón.

Excmo. Sr. Preside·nte del Tribunal Superior de Cataluña.


